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Expediente N°: 11001-03-15-000-2016-02328-00         
Demandante: Alberto Enrique Cruz Tello
Demandado: Tribunal Administrativo del Tolima
Resuelve medida provisional 

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN CUARTA

Magistrado ponente: HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS

Bogotá, 12 de octubre de 2016
Ref.:
Expediente N°: 11001-03-15-000-2016-02328-00 
Demandante:    Alberto Enrique Cruz Tello
Demandado:    Tribunal Administrativo del Tolima

Asunto: auto que resuelve medida provisional 

El despacho decide sobre la medida provisional solicitada por el señor Alberto Enrique Cruz Tello. 
I. ANTECEDENTES

1. En ejercicio de la acción de tutela, el señor Alberto Enrique Cruz Tello pidió la protección de los derechos fundamentales al debido proceso y al trabajo, que estimó vulnerados por el Tribunal Administrativo del Tolima, al dictar la providencia del 28 de julio de 2016. Esa providencia se dictó en el curso de la consulta popular que adelanta el municipio de Ibagué y el tribunal declaró constitucional la siguiente pregunta: «¿Está usted de acuerdo SÍ o NO que en el Municipio de Ibagué se ejecuten proyectos y actividades mineras que impliquen contaminación del suelo, pérdida o contaminación de las aguas o afectación de la vocación agropecuaria y turística del municipio?». 

Adicionalmente, el demandante solicitó, como medida provisional, que se suspendiera los efectos de la providencia del 28 de julio de 2016, hasta tanto se decide de fondo la acción de tutela y se define si se vulneraron los derechos fundamentales invocados. 
2. Mediante auto del 13 de septiembre de 2016, este despacho admitió la demanda de tutela, denegó la medida provisional y ordenó las notificaciones de rigor.

3. El 7 de octubre de 2016, el señor Cruz Tello presentó una nueva medida cautelar, esta vez para pedir que se adopten medidas para garantizar la protección provisional de los derechos fundamentales al debido proceso y al trabajo, debido a que el alcalde de Ibagué,  mediante Decreto 1000-0958 del 9 de septiembre de 2016, estableció que el próximo 30 de octubre se sometería a consulta popular la pregunta relacionada con actividades y proyectos mineros en ese municipio. En concreto, el solicitante sostuvo: 

Que lo más probable es que la consulta popular se lleve a cabo antes de que esta Corporación decida las acciones de tutela que se han presentado contra la providencia del 28 de julio de 2016. Que, en efecto, si se permite que la votación se realice el próximo 30 de octubre, la acción de tutela perdería objeto, pues ya no tendría sentido que el Consejo de Estado decida si está o no viciada por algún defecto la providencia del Tribunal Administrativo del Tolima que avaló la constitucionalidad de la pregunta que se someterá a consulta popular.
Que en la demanda de tutela se propusieron serios argumentos contra la providencia del 28 de julio de 2016, que demuestran que adolece de varios defectos o vicios de fondo, al punto que compromete derechos fundamentales, tales como: i) la falta de competencia de la Sala Plena del Tribunal Administrativo del Tolima para pronunciarse sobre la constitucionalidad de la consulta popular convocada por el alcalde de Ibagué; ii) el defecto sustantivo, por avalar la constitucionalidad de la pregunta con fundamento en una norma derogada; iii) el desconocimiento del precedente judicial y la violación directa de la Constitución, por no tener en cuenta que la competencia para decidir los asuntos relacionados con el subsuelo (como las actividades de minería) es de la Nación, mas no de las entidades territoriales, y iv) la violación al debido proceso, porque la pregunta sometida a consulta popular inducen a votar por el NO.   

II. CONSIDERACIONES

La acción de tutela permite a todas las personas reclamar ante los jueces la protección inmediata de los derechos fundamentales vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en el último caso, cuando así expresamente lo autorice la ley. 

El Decreto 2591 de 1991 facultó al juez de tutela para que de oficio o a petición de parte ordenara «lo que considere procedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo a favor del solicitante». El artículo 7 de dicho decreto dice: 

Artículo 7o. Medidas provisionales para proteger un derecho. Desde la presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, suspenderá la aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere.

Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o la continuidad de la ejecución, para evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público. En todo caso el juez podrá ordenar lo que considere procedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo a favor del solicitante.

La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra quien se hubiere hecho la solicitud por el medio más expedito posible.

El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos realizados, todo de conformidad con las circunstancias del caso.

El juez podrá, de oficio o a petición de parte, por resolución debidamente fundada, hacer cesar en cualquier momento la autorización de ejecución o las otras medidas cautelares que hubiere dictado.

Como se ve, el juez de tutela está facultado para decretar, en cualquier estado del proceso, las medidas que estime pertinentes para la protección de los derechos fundamentales invocados. 
Especialmente, podrá: i) suspender la ejecución del acto, actuación o procedimiento que amenace o vulnere un derecho fundamental; ii) ordenar que se mantenga la situación para proteger el interés público, iii) ordenar la adopción de medidas para la protección de los derechos fundamentales y no hacer nugatorio el efecto de la sentencia, iv) y, en general, imponer cualquier medida de conservación o seguridad encaminada a proteger un derecho o a evitar que se causen otros daños como consecuencia de los hechos realizados. 
Por supuesto, para que el juez de tutela dicte cualquiera de esas medidas provisionales se requiere que prima facie advierta la vulneración manifiesta de derechos fundamentales y que encuentre que esas medidas son necesarias, pertinentes y urgentes para evitar la consumación de un perjuicio irremediable. Esto es, las medidas provisionales previstas en el artículo 7° del Decreto 2591 de 1991 buscan evitar que la amenaza contra el derecho fundamental se convierta en violación o que la vulneración del derecho fundamental sea más gravosa y que pueda traducirse en un perjuicio irremediable. 
Caso concreto 
De manera preliminar, conviene recordar que este despacho ya tuvo la oportunidad de pronunciarse sobre la medida provisional solicitada por el señor Cruz Tello en la demanda. En esa ocasión, se denegó la suspensión de los efectos de la providencia del 28 de julio de 2016, dictada por el Tribunal Administrativo del Tolima, porque, a simple vista, no se advertía que esa decisión vulnerara los derechos al debido proceso o al trabajo. 

Sin embargo, esta vez el señor Alberto Enrique Cruz Tello no pide que se suspendan los efectos de la sentencia del 28 de julio de 2016, sino que, en atención a la proximidad de la fecha para realizarse la consulta popular relacionada con proyectos y actividades mineras en el municipio de Ibagué, estima que es necesario que se decrete una medida de urgencia, pues, de lo contrario, los efectos de la sentencia de tutela serían nugatorios. 
Como se trata de nuevos argumentos, el despacho decidirá si se cumplen los requisitos del artículo 7° del Decreto 2591 de 1991. 

La demanda de tutela tiene por objeto que esta Corporación dicte una sentencia que dictamine si vulnera derechos fundamentales la decisión del Tribunal Administrativo del Tolima de declarar constitucional la pregunta «¿Está usted de acuerdo SÍ o NO que en el Municipio de Ibagué se ejecuten proyectos y actividades mineras que impliquen contaminación del suelo, pérdida o contaminación de las aguas o afectación de la vocación agropecuaria y turística del municipio?». 
Pese a que la tutela se ha tramitado en condiciones normales, en la actualidad el proceso no está en condiciones de dictar sentencia. Esto es, aún no es posible decidir si la providencia cuestionada incurrió en los defectos invocados por el demandante, toda vez que se han venido presentando otras tutelas que también cuestionan la providencia del 28 de julio de 2016. Como existen tutelas con identidad fáctica y jurídica, el despacho, en auto separado, dispondrá la acumulación de procesos para decidir en una sola sentencia sobre la protección de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados o amenazados por la decisión del Tribunal Administrativo del Tolima de avalar la constitucionalidad de la pregunta que se someterá a consulta popular en el municipio de Ibagué.
Mientras que se surte el trámite de la acumulación, el despacho considera pertinente y necesario, como medida de urgencia, suspender la votación programada para el próximo 30 de octubre para garantizar no solo la efectividad de la sentencia de tutela, sino los derechos fundamentales que puedan resultar afectados si se permite participar en la consulta popular sin que esta Corporación haya examinado la providencia del 28 de julio de 2016. Podría resultar mucho más caótico que se someta a consulta la pregunta, a pesar de que la providencia que la declaró constitucional está siendo cuestionada mediante varias acciones de tutela, pues la votación prácticamente culmina con el trámite de la consulta popular
.
El despacho estima que se cumplen los presupuestos del artículo 7° del Decreto 2591 de 1991 para proteger de manera provisional los derechos fundamentales de las partes y el interés público, pues la consulta popular involucra los derechos de toda la comunidad de Ibagué. 

Por lo tanto,  se dispondrá de manera preventiva la suspensión de la votación de la consulta popular relacionada con proyectos y actividades mineras en el municipio de Ibagué programada para el próximo 30 de octubre, hasta que mediante fallo de tutela se decida sobre las acusaciones presentadas por el demandante contra la providencia del 28 de julio de 2016, dictada por el Tribunal Administrativo del Tolima. 

Por lo expuesto, esta sala unitaria de la Sección Cuarta del Consejo de Estado, 
III. RESUELVE

1. Como medida cautelar de urgencia, suspender la votación de la consulta popular sobre proyectos y actividades mineras en el municipio de Ibagué convocada para el próximo 30 de octubre hasta que se dicte sentencia de tutela. 
2. Ordenar al señor alcalde de Ibagué que asegure el cumplimiento de esta orden judicial, mediante las respectivas decisiones administrativas y demás medidas pertinentes para ese cometido. La notificación al alcalde de Ibagué deberá hacerse vía correo electrónico. 
3. Notificar a las partes y a los terceros esta medida cautelar urgente, por correo electrónico y mediante la publicación de esta providencia en la página web del Consejo de Estado. 
Notifíquese y cúmplase,

Hugo Fernando Bastidas Bárcenas 
� Ley 1757 de 2015. Artículo 41. Carácter de la decisión y requisitos. La decisión del pueblo será obligatoria en todo mecanismo de participación democrática cuando se cumpla con los siguientes requisitos:


(…)


c) En la Consulta popular que la pregunta sometida al pueblo haya obtenido el voto afirmativo de la mitad más uno de los sufragios válidos, siempre y cuando haya participado no menos de la tercera parte de los electores que componen el respectivo censo electoral. 
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